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primera introduce un nuevo artículo en el Texto Refundido de la Ley General de Hacienda Pública 
de la Junta de Andalucía, el artículo 120 bis. «Procedimiento de gestión presupuestaria», que supone 
una innovación en el procedimiento de ejecución del gasto público derivado de la concesión de 
subvenciones cuya intención es que la correspondiente convocatoria pública haya de ser precedida 
de la autorización del gasto correspondiente.

En desarrollo de este artículo y en general del procedimiento de gestión presupuestaria del gasto 
público derivado de las subvenciones otorgadas por la Administración de la Junta de Andalucía y 
sus agencias administrativas y de régimen especial, la Consejería de Hacienda, una vez oídas las 
Consejerías con competencia en materia de subvenciones y ayudas, dicta la Orden de 6 de abril 
de 2018, que en su artículo 10, referido al procedimiento de subvenciones de concurrencia no 
competitiva, establece que en estas convocatorias se deberá concretar necesariamente el periodo 
de tiempo en el que aquellas quedan abiertas, así como los créditos presupuestarios que financien 
las subvenciones convocadas, especificando la cuantía total máxima destinada a cada línea de 
subvenciones y los créditos presupuestarios a los que se imputan.

En virtud de cuanto antecede, nos hemos dirigido a la Consejería de Igualdad y Políticas Sociales 
exponiendo esta cuestión y solicitando la emisión de un informe al respecto, el cual nos hizo llegar 
la entonces Dirección General de Infancia y Familias y del cual podemos concluir que el problema 
planteado se encuentra en vías de solución (queja 18/2146).

3.1.2.9. f) Conciliación de la vida familiar y laboral

La conciliación de la vida laboral y familiar es un derecho que tienen los trabajadores y trabajadoras 
y que deriva directamente de la Constitución Española (CE). En concreto, de su artículo 14, que 
proclama el derecho a la igualdad y a la no discriminación por razón de sexo, del artículo 9.2, que 
consagra la obligación de los poderes públicos de promover las condiciones para que la igualdad del 
individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas, y del artículo 39.1, que establece 
el deber de los poderes públicos de asegurar la protección social, económica y jurídica de la familia.

La necesidad de conciliación del trabajo y la familia ha sido ya planteada a nivel internacional y 
comunitario (Directivas del Consejo 92/85/CEE, de 19 de octubre, y 96/34/CE, del Consejo, de 3 de 
junio) como una condición vinculada de forma inequívoca a la nueva realidad social que, igualmente, 
compromete a los poderes públicos a promover las acciones oportunas para procurar una conciliación 
efectiva de las responsabilidades laborales y familiares.

En este marco, la conciliación como un derecho de los trabajadores y trabajadoras se reconoce de 
forma expresa por la Ley 39/1999, de 5 de noviembre, para promover la conciliación de la vida familiar 
y laboral de las personas trabajadoras, estando en la actualidad plenamente garantizado por la Ley 
Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, en su artículo 44, 
con carácter general, y en su artículo 56, para el personal al servicio de la Administración Pública. 

En el ámbito andaluz, el Estatuto de Autonomía para Andalucía impulsa un fuerte compromiso en esa 
dirección al promover, en su artículo 10.2, la efectiva igualdad del hombre y de la mujer andaluces, 
superando cualquier discriminación laboral, cultural, económica, política o social, y garantizar la 
efectiva igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres en todos los ámbitos (artículo 15). 

Por su parte, la Ley 12/2007, de 26 de noviembre, aprobada por el Parlamento andaluz para la 
promoción de la igualdad de género en Andalucía, dedica el Capítulo III de su Título II a la conciliación 
de la vida laboral, familiar y personal, incluyendo también el reconocimiento de este derecho en el 
ámbito del empleo público.

En este ámbito, el Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público (EBEP) garantiza de forma efectiva este 
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derecho de conciliación de la vida familiar y laboral de este personal al establecer en su artículo 48.1. 
h) un permiso cuando se produzca alguna de las siguientes circunstancias: 

«Por razones de guarda legal cuando el funcionario tenga el cuidado directo de algún menor de doce 
años, de persona mayor que requiera especial dedicación, o de una persona con discapacidad que 
no desempeñe actividad retribuida, tendrá derecho a la reducción de su jornada de trabajo, con la 
disminución de sus retribuciones que corresponda.

Tendrá el mismo derecho el funcionario que precise encargarse del cuidado directo de un familiar, 
hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, que por razones de edad, accidente o 
enfermedad no pueda valerse por sí mismo y que no desempeñe actividad retribuida».

Para el personal estatutario de los servicios de salud, la Ley 55/2003, de 16 de diciembre, que 
aprueba el Estatuto Marco por el que se rige dicho personal, tras la modificación introducida por 
la Disposición adicional vigésima segunda.2 de la Ley Orgánica 3/2007, establece que «El personal 
estatutario tendrá derecho a disfrutar del régimen de permisos y licencias, incluida la licencia por 
riesgo durante el embarazo, establecido para los funcionarios públicos por la Ley 39/1999, de 5 de 
noviembre, sobre conciliación de la vida familiar y laboral de las personas trabajadoras y por la ley 
orgánica para la igualdad efectiva de mujeres y hombres» (artículo 61.2). 

En desarrollo de este marco legal, en el ámbito del Servicio Andaluz de Salud, al regular la materia de 
vacaciones, permisos y licencias del personal de centros e instituciones sanitarias de esta Agencia, 
en la Resolución de la Dirección General de Profesionales de 23 de septiembre de 2013 que aprueba 
el Manual de normas y procedimientos en dicha materia, establece el derecho a la reducción de 
jornada por guarda legal, en los supuestos que se concretan en los siguientes términos: 

a)Tener a su cuidado directo un menor de 12 años, una persona mayor que requiera especial 
dedicación, o de una persona con discapacidad que no desempeñe actividad retribuida. 

b)Tendrá el mismo derecho el personal que precise encargarse del cuidado directo del cónyuge o 
de persona con quien conviva en análoga relación de afectividad, o de un familiar, hasta el segundo 
grado de consanguinidad o afinidad, que por razones de edad, accidente o de enfermedad no pueda 
valerse por sí mismo y no desempeñe actividad retribuida. Existirá la opción de ejercitar este derecho 
durante el tiempo en que dicha persona permanezca en situación de incapacidad, según los informes 
médicos correspondientes (artículo 7). 

El contenido de este derecho se concreta en el referido Manual en el que se establece:

a) La «reducción de jornada de un tercio o de la mitad de la misma». 

b) La «percepción de un 80% o 60% respectivamente, de la totalidad de las retribuciones, tanto 
básicas como complementarias con inclusión de los trienios». 

En definitiva, la conciliación de la vida laboral y las responsabilidades familiares se configura como 
un derecho de los profesionales del Servicio Andaluz de Salud que se encuentra plenamente 
garantizado en las normas citadas y cuyo ejercicio, siempre que se cumplan las circunstancias 
establecidas en las mismas, debe posibilitarse por la Administración sanitaria adoptando las 
medidas que procedan para ello.

En este contexto, debe repararse que las medidas garantizadoras del ejercicio de este derecho 
no constituyen solo una cuestión de orden legal sino también de orden constitucional, siendo así 
reconocido por el propio Tribunal Constitucional en su sentencia núm. 3/2007, de 15 de enero, en 
la que se señala que estas medidas de conciliación forman parte del mandato constitucional de 
protección a la familia y a la infancia que se contempla en el artículo 39 CE, pudiendo afectar 
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también, en el caso de mujer trabajadora, al derecho fundamental a la no discriminación por razón 
de sexo del artículo 14 CE.

En la valoración de estos datos, es cierto que no puede dejar de tenerse en cuenta que las decisiones 
de sustitución de las reducciones de jornada tienen que adoptarse por la dirección de estos 
sanitarios en el ejercicio de las facultades organizativas que corresponde a dicha Administración, tras 
la valoración de diversos factores y de circunstancias concretas, de carácter asistencial y estructural, 
que determinan la decisión final de sustitución o no de la reducción de jornada. 

Sin embargo, ello no puede obstar a que, en el ejercicio de esas facultades, la Administración sanitaria 
debe tener en cuenta la realidad de las plantillas de personal de sus dispositivos asistenciales, muy 
ajustadas como consecuencia de la situación de crisis vivida, con tasas de reposición prácticamente 
congeladas durante varios años, y en las que cualquier merma de efectivos repercute directamente 
en el resto de la plantilla pudiendo afectar igualmente al funcionamiento de la unidad, servicio o 
centro asistencial a los que están adscritos los profesionales que tienen reconocida una reducción 
de jornada.

Tampoco debe ser un obstáculo para las sustituciones de las reducciones de jornada por guarda 
legal concedidas que procedieran, en términos de eficiencia y eficacia en la atención asistencial, el 
“coste social” que pudieran tener las mismas al haberse establecido que se percibirán el 60% de las 
retribuciones, en el caso de reducción de un 50% de la jornada, y el 80%, en caso de una reducción 
del 33%.

Este incremento neto de las retribuciones del coste del puesto de trabajo afectado por la reducción 
de jornada que se sustituya, y más en las actuales circunstancias de recuperación de los derechos 
económicos y sociales del personal del sector público afectado por la crisis que se está produciendo, 
no puede constituir un obstáculo para proceder a la efectiva sustitución de la misma, toda vez que 
ese sobrecoste derivado de la asignación de un porcentaje retributivo por encima del porcentaje 
de reducción de jornada, constituye un derecho reconocido por la Administración sanitaria que 
sigue vigente y que debe contar con el respaldo económico-presupuestario correspondiente para 
posibilitar su efectividad.

Ante la constatación de que sólo se sustituyen el 66% de las reducciones de jornadas concedidas, 
para la conjunción del ejercicio de este derecho que tiene reconocido el personal del Servicio Andaluz 
de Salud (SAS) con las facultades organizativas y directivas correspondientes a esa Administración, 
esta Defensoría ha dirigido una sugerencia al Servicio Andaluz de Salud para que, en el marco de la 
negociación colectiva, prevista en el Capítulo XIV del Estatuto Marco del personal estatutario de los 
Servicios de Salud, se pudieran acordar criterios de sustitución de las reducciones de jornada por 
guarda legal, en términos de eficacia y eficiencia.

Asimismo, y a dichos efectos, hemos recomendado que se articule una coordinación efectiva entre 
los servicios centrales del SAS y los periféricos que permita disponer a las Áreas de Gestión Sanitaria 
de los recursos necesarios para poder realizar las sustituciones que se consideren necesarias para 
que el ejercicio del derecho a la reducción de jornada por guardia legal no repercuta negativamente 
en el resto de plantilla y en la atención asistencial (queja 17/0884). 

3.1.2.9. g) Relaciones familiares en centros penitenciarios

Nos hemos interesado por el modo en que se desarrollan las visitas y encuentros de los menores 
de edad con sus aquellos progenitores que se encuentran cumpliendo penas de privación de 
libertad en centros penitenciarios de Andalucía. 

A la hora de abordar este asunto, y conocedores de la atención que la Secretaría General de 
Instituciones Penitenciarias presta a las peculiares situaciones que se generan cuando están presentes 
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